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Asunto: Informe de ponencia positiva para primer debate al Proyecto de Ley número 096 de 2026 Cámara, “por medio de la cual se modifica la Ley 599 de 2000 (Código Penal), adicionando una circunstancia de agravación punitiva a los delitos contra la Administración Pública cuando recaigan sobre recursos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, y se dictan otras disposiciones”.


Respetado señor Presidente:
En cumplimiento de la designación efectuada por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes, comunicada mediante oficio C.P.C.P. 3.1-0197-2026 del 10 de septiembre de 2026, y en los términos de los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir informe de ponencia positiva para primer debate al proyecto de ley de la referencia, con pliego de modificaciones, en los siguientes términos:

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA
El Proyecto de Ley número 096 de 2026 Cámara es de iniciativa congresional. Fue presentado ante la Secretaría General de la Cámara de Representantes por la honorable Representante Nelly Patricia Mosquera Murcia, mediante comunicación del 28 de julio de 2026, en ejercicio de la facultad prevista en los artículos 114, 150 y 154 de la Constitución Política y 139 y 140 de la Ley 5ª de 1992.
El texto radicado y su exposición de motivos fueron publicados en la Gaceta del Congreso número 932 del 5 de agosto de 2026. En la misma Gaceta se publicó la carta mediante la cual la autora solicitó incorporar como coautores a otros honorables Representantes a la Cámara, con fundamento en el artículo 155 de la Ley 5ª de 1992. Se advierte que el numeral 1 de esa solicitud alude, por un evidente error de transcripción, al “Proyecto de Ley número 094 de 2026 Cámara”, aunque la referencia y el cuerpo del escrito identifican inequívocamente la iniciativa número 096 de 2026 Cámara.
Por tratarse de una reforma al Código Penal, la iniciativa fue remitida a la Comisión Primera Constitucional Permanente, cuya Mesa Directiva designó como ponente para primer debate al suscrito Representante.
II. OBJETO DEL PROYECTO
El proyecto tiene por objeto incorporar al Código Penal una circunstancia específica de agravación punitiva, consistente en el aumento de una tercera (1/3) parte de las penas previstas para un grupo determinado de delitos contra la Administración Pública, cuando la conducta recaiga sobre bienes, dineros o recursos públicos destinados a la financiación, ejecución o funcionamiento de programas, proyectos o servicios de atención integral a la primera infancia, la infancia y la adolescencia, con independencia de la entidad que los administre o del mecanismo jurídico mediante el cual se ejecuten.
La iniciativa no crea nuevos tipos penales, no modifica los elementos estructurales de los delitos existentes ni amplía los sujetos activos. Introduce una circunstancia común a varios tipos, fundada en la destinación constitucionalmente reforzada de los recursos comprometidos.
III. CONTENIDO DEL PROYECTO RADICADO
El texto radicado consta de tres (3) artículos:
Artículo 1°. Objeto. Define el propósito de la ley: adicionar una agravante de una tercera parte a los delitos contra la Administración Pública del Título XV de la Ley 599 de 2000 cuando la conducta recaiga sobre recursos públicos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia.
Artículo 2°. Adición de circunstancia de agravación punitiva. Adiciona el artículo 434-1 al Código Penal, que aumenta en una tercera parte las penas de los delitos de los artículos 397, 398, 399, 400, 404, 405, 406, 407, 408, 409, 410, 411, 412, 413, 414 y 433, cuando la conducta recaiga sobre bienes, dineros o recursos públicos destinados a esos programas, proyectos o servicios, en los términos de la Ley 1098 de 2006 y la Ley 1804 de 2016, cualquiera que sea la entidad administradora o el mecanismo de ejecución.
Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
Los tipos penales a los que el texto radicado extiende la agravante son los siguientes:
	Artículo Ley 599 de 2000
	Denominación legal vigente

	397
	Peculado por apropiación

	398
	Peculado por uso

	399
	Peculado por aplicación oficial diferente

	400
	Peculado culposo

	404
	Concusión

	405
	Cohecho propio

	406
	Cohecho impropio

	407
	Cohecho por dar u ofrecer

	408
	Violación del régimen legal o constitucional de inhabilidades e incompatibilidades

	409
	Interés indebido en la celebración de contratos

	410
	Contrato sin cumplimiento de requisitos legales

	411
	Tráfico de influencias de servidor público

	412
	Enriquecimiento ilícito

	413
	Prevaricato por acción

	414
	Prevaricato por omisión

	433
	Soborno transnacional (ver nota)


Nota: el cuadro anexo a la exposición de motivos identifica el artículo 433 como “utilización indebida de información oficial privilegiada”. Sin embargo, esa conducta está tipificada en el artículo 420 del Código Penal; el artículo 433 corresponde al soborno transnacional, cuyo texto vigente proviene del artículo 30 de la Ley 1778 de 2016. La inconsistencia se corrige en el pliego de modificaciones.
IV. JUSTIFICACIÓN DE LA INICIATIVA
La exposición de motivos parte de una premisa que este ponente comparte y es que en un Estado social de derecho, los recursos públicos no son un patrimonio abstracto o general, sino el medio por el cual se materializan los derechos. Por eso la corrupción no produce solamente un detrimento patrimonial; también frustra programas sociales, deja obras inconclusas y priva de eficacia a las políticas públicas.
4.1. La doble lesividad de la corrupción sobre recursos de la niñez. Cuando los recursos afectados están destinados a la nutrición, la salud, la educación inicial, el cuidado y la protección de niños, niñas y adolescentes, la conducta lesiona la Administración Pública y, además, reduce la capacidad del Estado para garantizar derechos que el artículo 44 de la Constitución califica como prevalentes. Esa afectación concurrente justifica una respuesta penal diferenciada, que la iniciativa construye sin crear tipos nuevos ni alterar la estructura de los existentes.
4.2. La magnitud de los recursos comprometidos. La Ley 1804 de 2016 elevó a política de Estado la Estrategia de Atención Integral a la Primera Infancia “De Cero a Siempre”. Según el informe anual de implementación elaborado por el ICBF y el DNP que cita la exposición de motivos, en la vigencia 2024 se asignaron aproximadamente siete billones de pesos a estas acciones, cuyo seguimiento se realiza, entre otros instrumentos, mediante el Trazador Presupuestal de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia administrado por el DNP.
4.3. La evidencia del riesgo. La exposición de motivos documenta hallazgos reiterados de los organismos de control sobre estos recursos, entre ellos los siguientes:
	Fuente y periodo
	Hallazgos reportados en la exposición de motivos

	Contraloría General de la República, auditoría al ICBF (vigencia 2021 y primer semestre de 2022)
	62 hallazgos administrativos: 20 con posible incidencia fiscal por $9.127 millones, 37 disciplinarios y 8 penales. El de mayor cuantía ($6.611 millones, Regional Chocó) se relacionó con entregas registradas a personas reportadas como fallecidas o no encontradas.

	Contraloría General de la República, auditoría financiera al ICBF (vigencia 2023)
	24 hallazgos fiscales por $15.549 millones dentro de 147 hallazgos administrativos, entre ellos pagos por $705 millones en dos obras de hogares infantiles en Ibagué sin avance físico que los justificara.

	Contraloría General de la República, seguimiento especial a la contratación de Centros de Desarrollo Infantil (2024)
	Irregularidades por más de $211.000 millones asociadas a demoras contractuales, que habrían dejado sin atención oportuna a cerca de 785.905 niños y niñas de 0 a 5 años.

	Contraloría de Bogotá, proceso de responsabilidad fiscal (2026)
	Presunto detrimento superior a $2.603 millones por atención simultánea y doble pago de 1.315 niños y niñas entre la Secretaría Distrital de Integración Social y el ICBF.

	Contraloría General de la República, Programa de Alimentación Escolar (vigencia 2025)
	Hallazgos fiscales por $53.117 millones, concentrados principalmente en sobrecostos.


4.4. El impacto territorial. La Sentencia T-302 de 2017 declaró un estado de cosas inconstitucional respecto de los derechos al agua, la alimentación, la salud y la participación de la niñez wayuu en Riohacha, Manaure, Maicao y Uribia, y uno de los objetivos constitucionales mínimos que fijó fue la transparencia e imparcialidad en la asignación de beneficios y en la contratación. Los autos de seguimiento de 2024 reiteraron la persistencia de fallas estructurales. La exposición de motivos también recoge la documentación del Instituto Nacional de Salud sobre mortalidad evitable por desnutrición en el Chocó. Como advierte la propia iniciativa, la desnutrición infantil es multicausal y no puede atribuirse de manera automática a la corrupción; pero cuando los recursos destinados a prevenirla se desvían, la capacidad estatal para evitar desenlaces prevenibles disminuye, y ese daño es más intenso en los territorios con menor capacidad institucional.
4.5. Posición del ponente. Este ponente acoge la justificación de la iniciativa. La agravante propuesta es una medida acotada, que complementa —y no sustituye— los controles fiscales, disciplinarios y administrativos, y que permite que la pena refleje el mayor desvalor de una conducta que compromete los medios con los que el Estado cumple su deber reforzado frente a la niñez. Las consideraciones que siguen se orientan a demostrar su conformidad con la Constitución, en particular frente a dos cuestiones: la validez de una agravante común consagrada en un solo artículo y aplicable a varios tipos penales, y su compatibilidad con el principio non bis in idem.
V. MARCO JURÍDICO
5.1. Marco constitucional
La iniciativa se sustenta en los artículos 1° (Estado social de derecho y dignidad humana), 2° (fines esenciales del Estado), 13 (protección reforzada de quienes están en condición de debilidad manifiesta), 29 (debido proceso, legalidad y non bis in idem), 44 (derechos fundamentales de los niños y prevalencia de sus derechos), 45 (protección integral del adolescente), 93 (bloque de constitucionalidad), 114 y 150, numerales 1 y 2 (competencia del Congreso para hacer las leyes y expedir y reformar los códigos), 209 (principios de la función administrativa), 350 y 366 (prioridad del gasto público social) de la Constitución Política.
5.2. Instrumentos internacionales
Son pertinentes la Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Ley 12 de 1991, en especial sus artículos 3° (interés superior como consideración primordial, también para los órganos legislativos), 4° (adopción de medidas legislativas y uso del máximo de recursos disponibles) y 6° (derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo), junto con las Observaciones Generales 5 (2003), 14 (2013) y 19 (2016) del Comité de los Derechos del Niño; la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, aprobada por la Ley 970 de 2005, cuyo artículo 17 obliga a penalizar la malversación o peculado y cuyo artículo 30.1 exige sanciones que tengan en cuenta la gravedad de los delitos; la Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada por la Ley 412 de 1997; y, en lo relativo a la prohibición de doble juzgamiento, el artículo 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Ley 74 de 1968) y el artículo 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Ley 16 de 1972).
5.3. Marco legal
a) Ley 599 de 2000 (Código Penal): artículos 3° (necesidad, proporcionalidad y razonabilidad de la pena), 6° (legalidad), 8° (prohibición de doble incriminación), 10 (tipicidad), 12 (culpabilidad y proscripción de la responsabilidad objetiva), 31 (concurso de conductas punibles), 58 (circunstancias de mayor punibilidad), 60 y 61 (determinación e individualización de la pena), 62 (comunicabilidad de circunstancias) y Título XV del Libro Segundo (delitos contra la Administración Pública).
b) Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal): artículos 288 (contenido de la imputación), 337 (contenido de la acusación), 381 (conocimiento para condenar) y 448 (congruencia).
c) Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia): en especial, los artículos 7° (protección integral), 8° (interés superior) y 9° (prevalencia de los derechos).
d) Ley 1804 de 2016: política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia “De Cero a Siempre”.
e) Ley 1474 de 2011 (Estatuto Anticorrupción): entre otras disposiciones, su artículo 33, que consagra en un solo artículo una agravante común a quince tipos penales, y las normas que introdujeron los artículos 399A y 400A al Código Penal.
f) Ley 5ª de 1992, Ley 819 de 2003 (artículo 7°) y Ley 2003 de 2019 (régimen de conflicto de interés).

VI. CONSIDERACIONES DEL PONENTE
6.1. Libertad de configuración del Legislador en materia penal
La definición de la política criminal corresponde, en primer término, al Congreso de la República (artículos 114 y 150 de la Constitución). La jurisprudencia constitucional ha reconocido que el Legislador dispone de un amplio margen para tipificar conductas, fijar penas y establecer circunstancias que las agraven o atenúen, y que esa potestad incluye trazar pautas para que los jueces tasen la sanción en los casos concretos (Sentencias C-038 de 1998, C-646 de 2001 y C-420 de 2002). Ese margen no es ilimitado: debe respetar la dignidad humana, la legalidad, la culpabilidad, la proporcionalidad y las garantías del debido proceso, entre ellas la prohibición de doble juzgamiento. Las siguientes consideraciones verifican que la agravante propuesta se ajusta a esos límites.
6.2. Una circunstancia de agravación consagrada en un solo artículo puede aplicarse válidamente a diferentes tipos penales
6.2.1. Naturaleza de las circunstancias específicas de agravación. El Código Penal distingue entre las circunstancias genéricas de menor y mayor punibilidad (artículos 55 y 58), aplicables en principio a cualquier delito, y las circunstancias específicas, que el Legislador prevé para uno o varios tipos determinados. Las circunstancias específicas no crean un delito autónomo: se integran al tipo básico para conformar un tipo complementado o subordinado, con un marco punitivo propio que se obtiene aplicando la proporción de aumento al mínimo y al máximo de la infracción básica (artículo 60, numeral 1, del Código Penal).
Ninguna norma constitucional exige que la agravante esté redactada dentro del mismo artículo que describe la conducta básica. Lo que exige el principio de legalidad es que la ley previa determine con claridad a qué conductas se aplica, bajo qué supuesto de hecho y con qué consecuencia punitiva. Si esos tres extremos están definidos, la ubicación de la agravante en una disposición común es una opción legítima de técnica legislativa.
6.2.2. Se trata de una técnica contemplada en el ordenamiento penal colombiano. El Código Penal y la legislación complementaria emplean con frecuencia disposiciones únicas que agravan la pena de un conjunto de tipos:
a) El artículo 211 del Código Penal contiene un catálogo de agravantes aplicable a todos los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales descritos en los artículos que lo preceden. Al examinar uno de sus numerales, la Corte Constitucional (Sentencia C-521 de 2009) no reprochó la técnica de la agravante común: declaró exequible la norma y solo excluyó su aplicación a los dos tipos (artículos 208 y 209) que ya contenían la misma circunstancia como elemento constitutivo, precisando que conserva su efecto útil frente a los demás delitos del título.
b) El artículo 267 prevé circunstancias de agravación comunes a los delitos contra el patrimonio económico descritos en los capítulos anteriores, entre ellas que la conducta recaiga sobre bienes del Estado. El artículo 384 hace lo propio respecto de los delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes.
c) Dentro del propio Título XV, el artículo 415 aumenta hasta en una tercera parte las penas de los prevaricatos de los artículos 413 y 414 según la naturaleza de la actuación en que se cometan; los artículos 399A y 400A agravan los peculados de los artículos 399 y 400 cuando recaen sobre recursos de la seguridad social integral; y el artículo 427 fija una pena especial para las conductas de los artículos 425, 426 y 428 cuando se realizan con fines terroristas.
d) Por fuera del Código, el artículo 33 de la Ley 1474 de 2011 dispuso, en un solo artículo, que a los tipos penales de los artículos 246, 250 numeral 3, 323, 397, 404, 405, 406, 408, 409, 410, 411, 412, 413, 414 y 433 del Código Penal se les aumentará la pena de una sexta parte a la mitad cuando la conducta sea cometida por servidor público que ejerza como funcionario de alguno de los organismos de control del Estado. La estructura del artículo que propone esta iniciativa es sustancialmente la misma: una disposición única, un listado cerrado de tipos identificados por su número y un incremento punitivo determinado.
6.2.3. Compatibilidad con los principios de legalidad y tipicidad. El artículo 29 de la Constitución y los artículos 6° y 10 del Código Penal exigen que la ley penal sea previa, escrita y estricta, y que defina de manera inequívoca, expresa y clara las características básicas estructurales del tipo. La disposición propuesta satisface esas exigencias porque: (i) contiene un listado cerrado de tipos penales identificados por su número, lo que excluye cualquier extensión analógica a delitos no enunciados; (ii) describe un supuesto de hecho determinable —la destinación específica de los recursos—, cuya existencia puede verificarse con criterios objetivos; y (iii) fija una consecuencia punitiva cierta —el aumento de una tercera parte—, que, conforme al artículo 60, numeral 1, se aplica tanto al mínimo como al máximo de la pena de cada delito. La remisión opera dentro del mismo Código, de modo que el destinatario puede conocer de antemano, con la sola lectura de la ley, la conducta prohibida y la sanción aplicable.
6.2.4. Operatividad frente a tipos de estructura distinta. Los delitos enumerados no tienen la misma estructura. En los peculados, los bienes o recursos son el objeto material de la conducta; en cambio, en la concusión, el cohecho, el tráfico de influencias, el prevaricato o los delitos de celebración indebida de contratos, el objeto de la acción es una utilidad, una decisión, una influencia o un contrato. Para que la agravante opere de manera uniforme en todos ellos, conviene explicitar el nexo entre la conducta y los recursos. Por eso el pliego de modificaciones dispone que la agravante procede cuando la conducta recaiga sobre los recursos o se realice con ocasión de su asignación, contratación, administración, ejecución, supervisión o control. Así, en el cohecho la pena se agravará cuando la dádiva se vincule a actos relacionados con esos recursos; en el prevaricato, cuando la decisión manifiestamente ilegal verse sobre su asignación o pago; y en los delitos contractuales, cuando el contrato comprometa recursos con esa destinación.
6.3. La agravante propuesta no vulnera el principio non bis in idem
6.3.1. Contenido de la garantía. El artículo 29 de la Constitución consagra el derecho a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho; el artículo 8° del Código Penal prohíbe imputar más de una vez la misma conducta punible, cualquiera que sea la denominación jurídica que se le dé; y el principio también está reconocido en el artículo 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Desde la Sentencia C-244 de 1996, la Corte Constitucional ha precisado que la garantía opera cuando concurren identidad de persona, de objeto y de causa.
En la Sentencia C-521 de 2009, la Corte sistematizó las prohibiciones que el non bis in idem impone al Legislador: (i) procesar o sancionar a una persona por un delito por el que ya fue juzgada; (ii) procesarla por un hecho por el que ya fue absuelta; (iii) penarla por un hecho por el que ya fue penada; y (iv) agravar la pena de un comportamiento en virtud de una circunstancia que ya fue tenida en cuenta como elemento constitutivo del tipo penal. Las tres primeras se refieren a la pluralidad de procesos o de sanciones. La cuarta, conocida como prohibición de doble valoración (Sentencias T-575 de 1993, C-006 de 2003 y C-229 de 2008), es la única que podría proyectarse sobre una norma como la propuesta. El análisis demuestra que ninguna de ellas se desconoce.
6.3.2. El proyecto no autoriza un segundo juicio ni una segunda sanción. La agravante no crea un delito nuevo ni añade una pena independiente: modifica el marco punitivo del único delito cometido. La persona es imputada una sola vez, juzgada en un solo proceso y condenada a una sola pena, cuyos límites se ajustan en función de una circunstancia legalmente prevista. No hay, por tanto, dos procesos ni dos sanciones con identidad de sujeto, objeto y causa. Tampoco se vulnera la garantía por la eventual coexistencia del proceso penal con los procesos de responsabilidad fiscal (Ley 610 de 2000) o disciplinaria (Ley 1952 de 2019), pues, como lo ha reiterado la Corte (Sentencias C-244 de 1996, C-554 de 2001 y C-870 de 2002), se trata de actuaciones de distinta naturaleza, fundamento y finalidad, y el non bis in idem no impide que unos mismos hechos sean apreciados desde perspectivas diferentes.
6.3.3. No hay doble valoración de una misma circunstancia. Según la Sentencia C-521 de 2009, una circunstancia no puede ser valorada a la vez como elemento del tipo y como causal de agravación cuando (i) el comportamiento agravado ofende el mismo bien jurídico que el comportamiento básico, (ii) ambos se fundan en el mismo ordenamiento punitivo y (iii) la agravante persigue las mismas finalidades que el tipo básico. La Corte añadió que resulta injustificada la agravante que se impone de manera necesaria e inexorable a todo autor del delito básico, porque en ese caso no se sanciona con mayor rigor a quien actúa en circunstancias más reprochables, sino que se eleva la pena en todos los casos. Aplicados esos criterios, la agravante propuesta supera el examen:
a) La destinación de los recursos a la niñez no es elemento de ninguno de los tipos enumerados. Los peculados exigen la apropiación, el uso, la aplicación oficial diferente o la pérdida culposa de bienes del Estado confiados al servidor; la concusión, constreñir, inducir o solicitar una utilidad indebida; el cohecho, recibir, aceptar, dar u ofrecer dinero o utilidad; los delitos contractuales, intervenir en un contrato con violación del régimen de inhabilidades, interesarse indebidamente en él o tramitarlo sin requisitos; el tráfico de influencias, utilizarlas indebidamente; el enriquecimiento ilícito, obtener un incremento patrimonial injustificado; y el prevaricato, proferir una decisión manifiestamente contraria a la ley u omitir un acto propio de las funciones. En ninguno de ellos la destinación a la primera infancia, infancia o adolescencia forma parte de la descripción típica. Se trata de un elemento accidental, que puede concurrir o no; por lo mismo, la agravante no es inexorable: solo se aplicará a la fracción de casos en que la conducta compromete recursos con esa destinación, que es precisamente la función legítima de una circunstancia de agravación.
b) El caso del peculado por aplicación oficial diferente (artículo 399). Este tipo exige que la aplicación diferente se produzca “en perjuicio de la inversión social o de los salarios o prestaciones sociales de los servidores”. Podría pensarse que la agravante duplica ese elemento, pero no es así. El tipo básico exige un perjuicio genérico a toda la inversión social —o, alternativamente, a los salarios y prestaciones—, mientras que la agravante exige una destinación específica y más restringida: la atención integral a la niñez, que la Constitución dota de prevalencia. Entre ambos existe una relación de género a especie en la que la especie incorpora un desvalor adicional que el tipo básico no recoge. No todo peculado del artículo 399 compromete recursos de la niñez —piénsese en recursos de infraestructura vial, de cultura o en los salarios de los servidores—, de modo que la agravante no se aplica automáticamente. Como lo sostuvo la Corte en la Sentencia C-115 de 2008, no hay doble valoración cuando la agravante captura un plus de reproche que no se agota en el tipo básico. El mismo razonamiento aplica al inciso segundo del artículo 403A (fraude de subvenciones), cuya inclusión propone el pliego.
c) Distinto bien jurídico y distinta finalidad. Los tipos básicos protegen la Administración Pública: la legalidad, la probidad, la imparcialidad y la integridad del patrimonio público. La agravante añade una dimensión pluriofensiva que esos tipos no contemplan: la afectación de las condiciones materiales para realizar derechos prevalentes de sujetos de especial protección (artículos 44 y 45 de la Constitución y artículos 3°, 4° y 6° de la Convención sobre los Derechos del Niño). Su finalidad tampoco es idéntica: busca reforzar la protección de la niñez y disuadir de manera específica la corrupción sobre los recursos que la hacen posible. Como no concurren los criterios (i) y (iii) del test de la Sentencia C-521 de 2009 —que son acumulativos—, la sola circunstancia de que el tipo básico y la agravante pertenezcan al mismo Código no configura una doble valoración.
6.3.4. Articulación con otras circunstancias del ordenamiento. Para descartar cualquier riesgo de doble valoración en la aplicación práctica de la norma, este ponente considera necesario precisar su relación con otras disposiciones:
a) Artículo 58, numeral 1, del Código Penal. Esta circunstancia genérica de mayor punibilidad se configura cuando la conducta recae sobre bienes o recursos destinados a actividades de utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas de una colectividad. Su encabezado dispone que opera “siempre que no hayan sido previstas de otra manera”, de modo que, por especialidad, la agravante específica desplaza a la genérica cuando ambas se fundan en el mismo hecho. La Corte Constitucional, en la Sentencia T-575 de 1993, encontró vulnerado el non bis in idem cuando la pena, ya aumentada por causales específicas, se adicionó además con una causal genérica. Para que no quede duda, el pliego incorpora un parágrafo que prohíbe valorar nuevamente la destinación de los recursos como circunstancia del numeral 1 del artículo 58 o para individualizar la pena dentro del cuarto de movilidad.
b) Artículos 399A y 400A del Código Penal. Estas disposiciones agravan los peculados de los artículos 399 y 400 cuando recaen sobre recursos de la seguridad social integral. Como algunos recursos de salud de la niñez podrían tener simultáneamente esa naturaleza, el pliego dispone que la nueva agravante no se aplicará cuando la misma destinación ya haya dado lugar a la agravación prevista en esos artículos, con lo cual se evita que un único hecho produzca dos incrementos.
c) Agravantes fundadas en hechos distintos. La nueva circunstancia sí puede concurrir con otras que valoran hechos diferentes, como la cuantía de lo apropiado en el peculado del artículo 397, la naturaleza de la actuación en el prevaricato (artículo 415) o la calidad del servidor de un organismo de control (artículo 33 de la Ley 1474 de 2011). En esos eventos cada incremento responde a un hecho diverso, por lo que no se presenta la identidad que el principio proscribe.
d) Irretroactividad. Por tratarse de una norma desfavorable, la agravante solo se aplicará a las conductas cometidas con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley (artículo 29 de la Constitución y artículo 6° del Código Penal).
6.3.5. Conclusión. La agravante no somete a nadie a un doble juicio, no impone una doble sanción y no valora dos veces una misma circunstancia: se funda en un elemento que no hace parte de ningún tipo básico, recoge un desvalor adicional ligado a derechos prevalentes y, con los ajustes del pliego, excluye expresamente su concurrencia con las circunstancias que se basan en el mismo hecho. En consecuencia, no puede considerarse violatoria del principio non bis in idem.
6.4. Legalidad estricta, taxatividad y culpabilidad
6.4.1. Precisión del supuesto de hecho. La expresión “u otro instrumento legal” no genera indeterminación, porque el ámbito de la agravante queda cerrado por dos exigencias: que se trate de recursos públicos y que estén destinados a la atención integral de la niñez. Para reforzar la taxatividad, el pliego exige que los recursos estén específicamente destinados a ese fin según el acto presupuestal, administrativo, contractual o convencional correspondiente. Esto ofrece un referente objetivo y verificable —la apropiación presupuestal, el objeto del contrato o convenio, el programa respectivo o la identificación en el Trazador Presupuestal— y evita que la agravante se extienda a cualquier recurso de libre destinación que eventualmente pudiera beneficiar a la niñez.
6.4.2. Culpabilidad. La exposición de motivos califica la agravante como “circunstancia objetiva”. Esa expresión debe entenderse en el sentido de que la circunstancia se refiere al objeto sobre el que recae la conducta, y no como una forma de responsabilidad objetiva, proscrita por el artículo 12 del Código Penal. En los delitos dolosos, el conocimiento del agente debe abarcar la destinación de los recursos; si la desconoce, el error impedirá imputarle la agravante en los términos del artículo 32 del Código Penal. En el peculado culposo, la destinación hace parte de la gestión confiada al servidor por razón o con ocasión de sus funciones, por lo que ordinariamente le es cognoscible; en todo caso, el juez deberá verificarlo en cada caso.
6.4.3. Partícipes. Por tratarse de una circunstancia de índole material, se comunicará a los partícipes que la hubieren conocido en el momento de la planeación o ejecución de la conducta, conforme al artículo 62 del Código Penal. Ello resulta relevante porque buena parte de la ejecución de estos recursos se realiza a través de operadores y contratistas particulares.
6.5. Proporcionalidad de la agravante
Finalidad. La medida persigue fines constitucionalmente imperiosos: proteger la moralidad y la eficacia administrativas, el patrimonio público y la disponibilidad de los recursos que materializan derechos prevalentes (artículos 2°, 44, 209, 350 y 366 de la Constitución).
Idoneidad. El incremento punitivo es apto para expresar el mayor reproche de la conducta y reforzar la prevención general. La idoneidad no exige demostrar que la medida erradicará la corrupción, sino que contribuya razonablemente al fin perseguido.
Necesidad. Los controles fiscales, disciplinarios y administrativos cumplen funciones distintas y no permiten que la pena valore la destinación reforzada de los recursos. La opción escogida es, además, la menos expansiva: no crea tipos autónomos ni incrementa de manera general las penas, sino que añade una circunstancia delimitada a conductas ya punibles.
Proporcionalidad en sentido estricto. El aumento es fijo y moderado —una tercera parte—, inferior o equivalente a otras agravantes del ordenamiento: los artículos 399A y 400A prevén de una tercera parte a la mitad; el artículo 211, de una tercera parte a la mitad; y el artículo 33 de la Ley 1474 de 2011, de una sexta parte a la mitad. Los marcos resultantes respetan los límites máximos del artículo 37 del Código Penal y conservan los cuartos de movilidad del artículo 61, de manera que el juez mantiene su facultad de individualizar la pena según la gravedad concreta y la culpabilidad. A título ilustrativo:
	Delito (artículo)
	Prisión vigente (meses)
	Con la agravante (meses)

	Peculado por apropiación (397), inciso primero
	96 a 270
	128 a 360

	Peculado culposo (400)
	16 a 54
	21,33 a 72

	Concusión (404)
	96 a 180
	128 a 240

	Cohecho propio (405)
	80 a 144
	106,67 a 192

	Interés indebido en la celebración de contratos (409)
	64 a 216
	85,33 a 288

	Prevaricato por acción (413)
	48 a 144
	64 a 192


El cuadro no considera otras circunstancias que puedan concurrir por hechos distintos, como la cuantía en el peculado por apropiación.
Igualdad. El trato diferenciado se funda en un criterio objetivo y constitucionalmente relevante —la destinación de los recursos a sujetos de especial protección—, que no concurre necesariamente en los demás delitos contra la Administración Pública.
6.6. Ajustes de técnica legislativa que se proponen
Con el propósito de fortalecer la iniciativa, el pliego de modificaciones introduce los siguientes ajustes:
a) Coherencia entre los artículos 1° y 2°. El artículo 1° se refiere a los delitos del Título XV en general, mientras que el artículo 2° enumera un listado cerrado. Se ajusta el objeto para que aluda a los delitos que la ley señala.
b) Numeración y ubicación. El Título XV del Código Penal ya no termina en el artículo 434: contiene un Capítulo XII (artículos 434A y 434B, sobre omisión de activos y defraudación o evasión tributaria, con texto vigente proveniente de la Ley 2277 de 2022). Un artículo “434-1” quedaría ubicado entre los Capítulos XI y XII y parecería formar parte del primero, que trata de la utilización indebida de información e influencias. Por ello se propone adicionar un Capítulo XIII, “Disposición común”, integrado por un nuevo artículo 434C, al final del Título XV.
c) Sustitución del artículo 433 por el 420. El artículo 433 tipifica el soborno transnacional, que consiste en dar, prometer u ofrecer beneficios a un servidor público extranjero en relación con un negocio o transacción internacional; esa conducta difícilmente recae sobre recursos públicos nacionales destinados a la niñez. El anexo de la exposición de motivos muestra que la intención de la autora era incluir la utilización indebida de información oficial privilegiada, tipificada en el artículo 420, por lo que se hace el ajuste.
d) Inclusión de los artículos 403A, 410A y 411A. La exposición de motivos advierte que la conducta puede provenir tanto de servidores públicos como de particulares, y que los recursos se ejecutan mediante contratos, convenios y subsidios. Sin embargo, casi todos los tipos enumerados son de sujeto activo calificado. Se propone incluir el fraude de subvenciones (artículo 403A), el acuerdo restrictivo de la competencia en procesos de contratación (artículo 410A) y el tráfico de influencias de particular (artículo 411A), conductas que los hallazgos de los organismos de control reseñados —entregas a beneficiarios inexistentes, doble pago y sobrecostos en la contratación— muestran como riesgos reales en la ejecución de estos recursos.
e) Nexo entre la conducta y los recursos, conforme a lo expuesto en el numeral 6.2.4.
f) Destinación específica, conforme a lo expuesto en el numeral 6.4.1.
g) Reglas de no doble valoración (parágrafos 1° y 2°), conforme a lo expuesto en el numeral 6.3.4.
VII. PLIEGO DE MODIFICACIONES
En el siguiente cuadro se comparan el texto radicado y el texto propuesto para primer debate. Las modificaciones se resaltan en negrilla.
	Texto radicado (Gaceta 932 de 2026)
	Texto propuesto para primer debate
	Justificación

	“por medio de la cual se modifica la Ley 599 de 2000 (Código Penal), adicionando una circunstancia de agravación punitiva a los delitos contra la Administración Pública cuando recaigan sobre recursos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, y se dictan otras disposiciones”.
	“por medio de la cual se modifica la Ley 599 de 2000 (Código Penal), adicionando una circunstancia de agravación punitiva a los delitos contra la Administración Pública cuando recaigan sobre recursos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, y se dictan otras disposiciones”.
	Sin modificaciones.

	Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto adicionar una circunstancia de agravación punitiva de una tercera (1/3) parte a los delitos contra la Administración Pública contenidos en el Título XV de la Ley 599 de 2000 (Código Penal), cuando la conducta recaiga sobre bienes, dineros o recursos públicos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia.
	Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto adicionar a la Ley 599 de 2000 (Código Penal) una circunstancia de agravación punitiva de una tercera (1/3) parte para los delitos contra la Administración Pública que en ella se señalan, cuando la conducta recaiga sobre bienes, dineros o recursos públicos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, o se realice con ocasión de su asignación, contratación, administración, ejecución, supervisión o control.
	Se armoniza el objeto con el listado cerrado del artículo 2° e incorpora el nexo entre la conducta y los recursos (numerales 6.2.4 y 6.6, literal a).

	Artículo 2°. Adición de circunstancia de agravación punitiva. Adiciónese un artículo 434-1 a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:
Artículo 434-1. Circunstancia de agravación punitiva por afectación a recursos de la primera infancia. Las penas previstas para los delitos consagrados en los artículos 397, 398, 399, 400, 404, 405, 406, 407, 408, 409, 410, 411, 412, 413, 414 y 433 de este Código se aumentarán en una tercera (1/3) parte cuando la conducta recaiga sobre bienes, dineros o recursos públicos, cualquiera que sea la entidad que los administre -nacional, territorial o descentralizada- o el mecanismo jurídico mediante el cual se ejecuten -convenios de asociación, contratos estatales, subsidios, transferencias, patrimonios autónomos u otro instrumento legal-, siempre que estén destinados a la financiación, ejecución o funcionamiento de programas, proyectos o servicios de atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, en los términos de la Ley 1098 de 2006 y la Ley 1804 de 2016.
	Artículo 2°. Adición de circunstancia de agravación punitiva. Adiciónese al Título XV del Libro Segundo de la Ley 599 de 2000 un Capítulo XIII, integrado por el artículo 434C, del siguiente tenor:
CAPÍTULO XIII. Disposición común.
Artículo 434C. Circunstancia de agravación punitiva por afectación de recursos destinados a la primera infancia, infancia y adolescencia. Las penas previstas para los delitos consagrados en los artículos 397, 398, 399, 400, 403A, 404, 405, 406, 407, 408, 409, 410, 410A, 411, 411A, 412, 413, 414 y 420 de este Código se aumentarán en una tercera (1/3) parte cuando la conducta recaiga sobre bienes, dineros o recursos públicos, o se realice con ocasión de su asignación, contratación, administración, ejecución, supervisión o control, siempre que estén específicamente destinados, según el acto presupuestal, administrativo, contractual o convencional correspondiente, a la financiación, ejecución o funcionamiento de programas, proyectos o servicios de atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, en los términos de la Ley 1098 de 2006 y la Ley 1804 de 2016. La agravante se aplicará cualquiera que sea la entidad que administre los recursos —nacional, territorial o descentralizada— o el mecanismo jurídico mediante el cual se ejecuten —convenios de asociación, contratos estatales, subsidios, transferencias, patrimonios autónomos u otro instrumento legal—.
Parágrafo 1°. Cuando se aplique la circunstancia prevista en este artículo, la destinación de los recursos no podrá valorarse nuevamente como circunstancia de mayor punibilidad del numeral 1 del artículo 58 de este Código ni para fundamentar un mayor quantum de pena dentro del cuarto de movilidad correspondiente.
Parágrafo 2°. La circunstancia prevista en este artículo no se aplicará cuando la misma destinación de los recursos haya dado lugar a la agravación prevista en los artículos 399A o 400A de este Código.
	Se ubica la disposición en un nuevo Capítulo XIII del Título XV, con numeración 434C, para no alterar la sistemática del Capítulo XI ni interferir con el Capítulo XII (numeral 6.6, literal b).
Se sustituye el artículo 433 (soborno transnacional) por el 420 (utilización indebida de información oficial privilegiada), conforme al anexo de la exposición de motivos (literal c).
Se incluyen los artículos 403A, 410A y 411A para cubrir conductas de particulares (literal d).
Se explicita el nexo con los recursos y la destinación específica (numerales 6.2.4 y 6.4.1).
Los parágrafos evitan la doble valoración de la misma circunstancia (numeral 6.3.4).

	Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
	Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
	Sin modificaciones.


VIII. IMPACTO FISCAL
En cumplimiento del artículo 7° de la Ley 819 de 2003, se advierte que el proyecto no ordena gasto público, no crea entidades ni cargos, no modifica apropiaciones presupuestales y no otorga beneficios tributarios. Se limita a introducir una circunstancia de agravación punitiva respecto de conductas que ya son delito, cuya investigación y juzgamiento corresponden a la Fiscalía General de la Nación y a la Rama Judicial en ejercicio de sus competencias ordinarias.
En todo caso, la Corte Constitucional ha precisado que las exigencias del artículo 7° de la Ley 819 de 2003 constituyen un parámetro de racionalidad de la actividad legislativa, cuya carga principal recae en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y no un requisito que condicione la validez del trámite (Sentencia C-502 de 2007).
IX. CIRCUNSTANCIAS QUE PODRÍAN GENERAR CONFLICTO DE INTERÉS
De conformidad con el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992, modificado por el artículo 3° de la Ley 2003 de 2019, el ponente debe describir las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo con el artículo 286 de la misma ley, modificado por el artículo 1° de la Ley 2003 de 2019, que lo define como la situación en la que la discusión o votación de un proyecto pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.
El Proyecto de Ley 096 de 2026 Cámara es de carácter general, impersonal y abstracto: modifica el régimen punitivo aplicable a cualquier persona que incurra en los delitos enumerados sobre recursos destinados a la niñez. Por su naturaleza, no otorga beneficios de ninguna clase, y al tratarse de una norma penal desfavorable solo se aplicará a conductas cometidas después de su entrada en vigencia. En consecuencia, este ponente considera que, en principio, su discusión y votación no genera un beneficio particular, actual y directo para los congresistas, su cónyuge, compañero o compañera permanente o sus parientes en los grados previstos por la ley.
Lo anterior no exime a cada congresista de examinar su situación particular y, si encuentra configurada alguna causal, de declarar su impedimento en los términos de los artículos 286 y 291 de la Ley 5ª de 1992. Tampoco la descripción aquí efectuada limita las causales que puedan ser alegadas por los demás congresistas o por terceros mediante recusación.
X. PROPOSICIÓN
Con fundamento en las consideraciones expuestas, presento ponencia positiva y, en consecuencia, solicito a los honorables Representantes de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes dar primer debate y aprobar el Proyecto de Ley número 096 de 2026 Cámara, “por medio de la cual se modifica la Ley 599 de 2000 (Código Penal), adicionando una circunstancia de agravación punitiva a los delitos contra la Administración Pública cuando recaigan sobre recursos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, y se dictan otras disposiciones”, conforme al texto propuesto que se adjunta.

Cordialmente,
ANDRÉS FELIPE GUERRA HOYOS
Representante a la Cámara
Ponente


XI. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 096 DE 2026 CÁMARA
por medio de la cual se modifica la Ley 599 de 2000 (Código Penal), adicionando una circunstancia de agravación punitiva a los delitos contra la Administración Pública cuando recaigan sobre recursos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, y se dictan otras disposiciones.
EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto adicionar a la Ley 599 de 2000 (Código Penal) una circunstancia de agravación punitiva de una tercera (1/3) parte para los delitos contra la Administración Pública que en ella se señalan, cuando la conducta recaiga sobre bienes, dineros o recursos públicos destinados a la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, o se realice con ocasión de su asignación, contratación, administración, ejecución, supervisión o control.
Artículo 2°. Adición de circunstancia de agravación punitiva. Adiciónese al Título XV del Libro Segundo de la Ley 599 de 2000 un Capítulo XIII, integrado por el artículo 434C, del siguiente tenor:
CAPÍTULO XIII
Disposición común
Artículo 434C. Circunstancia de agravación punitiva por afectación de recursos destinados a la primera infancia, infancia y adolescencia. Las penas previstas para los delitos consagrados en los artículos 397, 398, 399, 400, 403A, 404, 405, 406, 407, 408, 409, 410, 410A, 411, 411A, 412, 413, 414 y 420 de este Código se aumentarán en una tercera (1/3) parte cuando la conducta recaiga sobre bienes, dineros o recursos públicos, o se realice con ocasión de su asignación, contratación, administración, ejecución, supervisión o control, siempre que estén específicamente destinados, según el acto presupuestal, administrativo, contractual o convencional correspondiente, a la financiación, ejecución o funcionamiento de programas, proyectos o servicios de atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia, en los términos de la Ley 1098 de 2006 y la Ley 1804 de 2016. La agravante se aplicará cualquiera que sea la entidad que administre los recursos —nacional, territorial o descentralizada— o el mecanismo jurídico mediante el cual se ejecuten —convenios de asociación, contratos estatales, subsidios, transferencias, patrimonios autónomos u otro instrumento legal—.
Parágrafo 1°. Cuando se aplique la circunstancia prevista en este artículo, la destinación de los recursos no podrá valorarse nuevamente como circunstancia de mayor punibilidad del numeral 1 del artículo 58 de este Código ni para fundamentar un mayor quantum de pena dentro del cuarto de movilidad correspondiente.
Parágrafo 2°. La circunstancia prevista en este artículo no se aplicará cuando la misma destinación de los recursos haya dado lugar a la agravación prevista en los artículos 399A o 400A de este Código.
Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,
ANDRÉS FELIPE GUERRA HOYOS
Representante a la Cámara
Ponente
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